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Resumen: Las nociones de riesgo se han convertido en esenciales para el 
ejercicio del control penal en nuestras sociedades, especialmente respec-
to a los menores de edad. En este artículo, se analiza el contenido y fun-
cionamiento de estos instrumentos de valoración de riesgos y de prog-
nosis penal, ciertas deficiencias técnicas y límites a su eficacia, así como 
algunas consecuencias para el tratamiento de los menores infractores.
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Abstract: The notions of risk have become essential for the exercise 
of the penal control in our societies, especially in relation to the mi-
nor age people. In this paper, are analyzed the content and the func-
tioning of these risk valuation and criminal prognosis tools, certain 
technical faults and efficacy limits, and some consequences for the 
treatment of the minor age offenders.
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1.  Introducción

En las últimas décadas, las nociones de riesgo se han convertido 
en una categoría decisiva para la comprensión y la organización de 
cuestiones políticas fundamentales, sobre todo relativas a la previ-
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sión de la incertidumbre y la promoción de la seguridad. Desde lue-
go, el uso de estos particulares instrumentos de racionalización no 
ha determinado las políticas públicas al respecto pero su expansión 
se ha articulado bien con la de ciertas estrategias de seguridad y de 
gobernabilidad social. En este artículo, analizaremos esos instru-
mentos de riesgo y sus efectos específicos para comprender su in-
fluencia en los cambios recientes pero también su potencia para me-
jorar técnicamente políticas públicas alternativas en estas materias. 
Para ello, expondremos brevemente cómo la racionalidad de riesgo 
se ha convertido en preferente para distintos ámbitos de las políticas 
de seguridad que requieren la valoración y toma de decisiones en 
contextos de incertidumbre y contrastaremos las visiones más acep-
tadas con las elaboradas desde marcos teóricos post-foucaultianos. 
Así, en una segunda parte, concretaremos algunas consecuencias 
que se han producido a partir del ascenso de los métodos actuariales 
en la actividad de predicción y de acuerdo de medidas en el sistema 
penal. A lo largo de la parte central del artículo, haremos una consi-
deración más pormenorizada del funcionamiento de estas tecnolo-
gías de valoración de riesgo y sus consecuencias específicas desde un 
punto de vista social, penal y criminológico en el ámbito de control 
formal de los y las menores que cometen infracciones penales. 

2.  Seguridad más allá de la «sociedad de riesgo»

El ascenso de estos métodos de valoración coincide con el de la 
llamada sociedad del riesgo como una descripción recurrente de nues-
tras sociedades. Estas visiones han coadyuvado a la expansión y acep-
tabilidad de estas nociones en distintos ámbitos de la realidad social, 
aunque su contenido varía entre distintas perspectivas. La de mayor 
impacto se vertebra en torno a la influencia de los conocidos trabajos 
de Ulrich Beck (2006) o de Anthony Giddens (1999) y conceptúa el 
riesgo como una característica objetiva de lo humano, acrecentada 
en el actual estadio de modernización hasta constituirse en una cues-
tión política fundamental 1. Frente a ésta, las perspectivas post-fou-

 1  Esta perspectiva de la sociedad de riesgo también ha tenido su particular evolu-
ción. Desde las propuestas iniciales, más objetivas, donde los riesgos se definen como 
«sucesos o peligros reales en relación con los que podemos hacer aproximaciones ob-
jetivas sin resultar confundidos por factores subjetivos o sociales» (Zinn, 2008: 4-5), se 
habrían incorporado pronto aquellos elementos subjetivos y sociales que son decisivos 
para cualquier cálculo y las decisiones relacionadas con su gestión, así como sus efec-
tos de «interferencia gubernamental en los procesos sociales o de mercado con el fin 
de controlar consecuencias potencialmente adversas» (Hood, 2006: 19).



VALORACIÓN DE RIESGOS Y NUEVAS POLÍTICAS DE SEGURIDAD…� 331

©  UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.a Época, n.o 9 (2013)

caultianas inscriben las nociones de riesgo en la innovación de unas 
tecnologías de gobierno, sin aludir a su veracidad sustancial, sino a su 
funcionalidad en el interior de todo un haz de estrategias de cálculo, 
de diagnósticos y de intervenciones sobre las prácticas humanas. 

Los enfoques post-foucaultianos descartan la existencia del riesgo 
como una realidad, para afirmarlo como un saber, como una forma 
de ordenar y de transformar las cuestiones referidas a la incertidum-
bre social en cuestiones calculables y, por tanto, susceptibles de en-
caje en una determinada gubernamentalidad, basada asimismo sobre 
el cálculo de las conductas de los individuos, los grupos y las pobla-
ciones (Dean, 2003: 177-9; Ewald, 1991). Ello es coherente con el 
giro foucaultiano, concentrado en la descripción de las condiciones 
de validación de los saberes y de las prácticas de gobierno. Respecto 
al liberalismo, los estudios de la gobernabilidad han revelado una ten-
dencia general a situar la economía política liberal y el buen funcio-
namiento del mercado como criterios prioritarios de verificación y 
cálculo de las dinámicas que pueden ponerlos en riesgo; a la vez que 
el buen funcionamiento del mercado dota de contenido material a la 
noción de seguridad (Foucault, 2008 y 2007).

De este modo, la creciente racionalización en función de las 
nociones de riesgo se liga al cambio en los saberes y estrategias 
de gobierno de la incertidumbre, encuadrados bajo el proceso de 
gubernamentalización del ejercicio del poder. Foucault (1987: 13) 
denomina «problematización» a esta manera particular en que deter-
minadas sociedades (o algunos grupos) colocan un cierto aspecto de 
la realidad, en muchas ocasiones prexistente, en la primera línea de 
sus asuntos políticos o éticos. Por supuesto, se trata de una actividad 
decisiva del pensamiento y después de la acción de gobierno.

Así, estos enfoques se alejarían de la caracterización hegemónica 
en razón de un doble exceso. Primero, en el marco de la «sociedad 
del riesgo», esta noción es demasiado general y se liga a una evolu-
ción de la modernidad excesivamente amplia y comprensiva. En esta 
visión se subraya una linealidad histórica (O’Malley, 2004: 2), en 
detrimento de las distintas configuraciones epistémicas, paradojas 
y contradicciones políticas que componen el proceso de moderniza-
ción y del heterogéneo establecimiento de dispositivos de previsión y 
gestión de la incertidumbre para distintos contextos históricos. 

En segundo lugar, la noción hegemónica de riesgo cuenta con 
un exceso sustancial, por el que tiende a abarcar todas las esferas 
de la vida. Frente a ésta, resulta preferible una noción que enfatice 
la entidad de un determinado riesgo sobre un determinado conjun-
to de prácticas situado (Dean, 2003: 179-82). Por tanto, un estudio 
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crítico y genealógico del riesgo debería investigar qué tecnología 
moral y política constituye su contexto, qué modos de cálculo, qué 
regímenes de prácticas o qué programas políticos y políticas sociales 
lo desarrollan y qué técnicas se inspiran en él. Lo interesante no es 
tanto el riesgo en sí, como las formas de conocimiento que lo hacen 
pensable, calculable, comunicable, etc. (Dean, 2003: 178).

Si proponemos una versión de la sociedad del riesgo en la clave 
foucaultiana de tecnologías de saber y regímenes de veridicción, es 
porque ello puede aclarar la configuración de la seguridad en la 
gobernabilidad actual (Vila Viñas, 2012a: 44-71). Aunque en los 
recientes regímenes de regulación de riesgos se han producido inno-
vaciones relevantes, la previsión ante la incertidumbre, y por tanto, 
la predicción, han sido tareas tradicionales del gobierno. El Estado, 
como agente principal del proceso de gubermentalización, había 
ido constituyendo y después asumiendo entre sus atribuciones y 
justificaciones una serie de objetos políticos que, mucho más allá de 
los objetos tradicionales de intervención del soberano, aludían a la 
vida misma y a las necesidades de la población. Esta intensa incor-
poración de nuevos objetos y asuntos a las actividades de gobierno 
ha sido el marco de emergencia de una biopolítica, donde la acción y 
reflexión de gobierno, a no identificar de forma plena con la acción 
y reflexión del Estado, tiende a abarcar, no solo las necesidades más 
básicas e inmediatas, sino un conjunto cada vez más extenso y más 
profundo de manifestaciones de la vida humana. Éste se constituye, 
durante el siglo XIX, en el contexto de re-configuración del problema 
de la seguridad, que ya no puede disociarse por completo ni del pro-
blema de la seguridad ante el delito ni del problema de la seguridad 
interna del mercado. Tal es el marco de estudio de las políticas socia-
les y criminales de infancia como políticas de intervención a partir 
y ante estos riesgos. En esta gobernabilidad moderna, no existe una 
pura oposición entre seguridad y libertad (Lemke, 2010: 258-9), sino 
una circulación por la que la producción de libertad, bajo determi-
nadas condiciones de formalización y control de sus riesgos, es con-
dición de la seguridad; a la vez que ésta resulta imprescindible para 
una reproducción sostenida de la infancia (Gros, 2010: 287) y, en 
general, de las «fuerzas productivas». En tal contexto, son decisivos 
los métodos que permiten definir esos riesgos, así como desarrollar 
una actividad predictiva y previsora a lo largo de las distintas pobla-
ciones afectadas o «causantes».

Por ello, conviene analizar la formación de esta actividad de go-
bierno de la incertidumbre. En este artículo, expondremos de mane-
ra muy sintética la configuración de algunas de estas cuestiones de 
seguridad, riesgo y prevención en sus planos sociales y criminales, 
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primero con carácter más general y después, delimitando la relevan-
cia que ello tiene en el tratamiento de la infancia en riesgo y, sobre 
todo, de riesgo. 

Desde una perspectiva económica y social, puede considerarse el 
desarrollo moderno de la cuestión del riesgo y la seguridad a partir 
de dos grandes líneas: los seguros de responsabilidad civil ante vi-
cisitudes de la producción industrial y las mutualidades y seguros 
colectivos ante las vicisitudes de la vida laboral 2.

La primera cuestión surgió ligada a los sucesos accidentales, 
a los imprevistos y a la regulación de la asunción de los riesgos 
y las responsabilidades en estos casos (Ewald, 1986: 47-85; Don-
zelot, 2007: 95), mientras que la segunda se refiere al establecimiento 
de los seguros sociales colectivos frente a las distintas vicisitudes que 
podían afectar a la vida laboral en las sociedades industriales (Cas-
tel, 1997: 292-3). Para el objetivo de este artículo, lo interesante de 
la configuración conectada de ambos supuestos es su contraste con 
las formulaciones abstractas de riesgo que son más habituales en el 
enfoque de la sociedad del riesgo. Paradójicamente la opción de con-
ceptuar el par riesgo-seguro como una tecnología abstracta ofrece 
una noción práctica por completo concreta de riesgo, en cuanto que 
noción susceptible de y que aun exige contextualización 3, economi-
zación, historización, etc. 

Mientras que, en la sociedad del riesgo, éste parece la frontera del 
saber y de las posibilidades de gobierno, aquí, es su inicio. Desde 
una perspectiva post-foucaultiana, la relación de la actividad de go-
bierno con la de riesgos no es la de una actividad exterior respecto 
a aquéllos, ni mucho menos la de una disposición pasiva frente a la 
evolución de la modernidad, que sería la fuente de producción de 
esos riesgos. La actividad de aseguramiento no solo registra y trata 
de compensar o distribuir esos riesgos, sino que se trata de una in-
tervención activa. Es decir, los aseguradores especifican, calculan y 
definen nuevos riesgos en espacios donde antes no existían. Dotan 
finalmente de un nuevo tipo de existencia a determinados eventos no 
ocurridos (Ewald, 1991: 200), pero que tienen una probabilidad de 
producirse; e incluso abarcan a la formación de categorías sociales 

 2  Puede verse un recorrido más completo por estas cuestiones en Vila Viñas (2012b).
 3  Remarca Ewald (1991: 199), «en el lenguaje cotidiano, el término ‘riesgo’ se en-

tiende como sinónimo de peligro, para algún evento desgraciado que puede ocurrirle 
a alguien (…). En seguros, el término no designa ni a un evento ni a un tipo general de 
acontecimiento (los desafortunados) que ocurren en realidad, sino a un modo específi-
co de tratar ciertos eventos susceptibles de ocurrir a un grupo de individuos».
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básicas para el gobierno en función de su distinto grado de exposi-
ción a los riesgos y de responsabilidad en los riesgos a que exponen 
a otros.

De este modo, la emergencia o el descenso de los riesgos no se 
debe a un tipo de organización social que los produce automática-
mente como consecuencia de su despliegue, sino a las variaciones en 
las racionalidades de cálculo que los expresan y que condicionan las 
posibilidades tanto de aquel desarrollo social como de estos disposi-
tivos de previsión. Lo central no es que haya riesgos que no puedan 
ser calculados por una racionalidad de seguro, esto es, que excedan 
esa racionalidad de tal modo que no puedan ser inscritos en ella, 
sino cómo innovar en esos mecanismos para que sea posible captar 
el funcionamiento, calcular su impacto y finalmente prevenirse de 
sus costes respecto a eventos que pasaban desapercibidos o que se 
tenían por imposibles de racionalizar. Ello no elude las dificultades 
para estandarizar esas incertidumbres, sino que des-naturaliza y 
hace contingentes esos obstáculos técnicos y políticos para la ade-
cuada provisión de seguridad.

Por tanto, Ewald (1991: 201-4) propone una noción de riesgo más 
completa, de la que aquí destacamos dos rasgos. En primer lugar, 
el riesgo es calculable. Esta característica principal lo diferencia de 
otros fenómenos que resultan absolutamente aleatorios y constituye 
la condición de posibilidad de su intervención gubernativa. En se-
gundo lugar, el riesgo es colectivo, ya que, aunque los eventos lesivos 
tengan una fuerte afectación sobre determinados individuos, la no-
ción de riesgo siempre se refiere a una población. En su afectación 
individual, sería imposible calcular de manera suficiente sus regula-
ridades y probabilidades, de modo que permanecería inaccesible a 
la intervención. Desde un enfoque de gobierno, ésta es la vía por la 
que las intervenciones pueden hacerse pasar desde la máxima abs-
tracción de los grandes dispositivos de previsión ante contingencias 
sociales, hasta la máxima individuación de cada expediente personal. 

De este modo, la labor de los agentes de valoración y gestión de 
riesgos es precisamente constituir esas poblaciones de referencia, 
estableciendo las diferentes divisiones y rangos de exposición al ries-
go. Así, por una parte, los dispositivos de previsión y aseguramiento 
funcionan siempre a partir de una socialización de los riesgos. Mien-
tras que por otra, existe una actividad constante de individuación a 
partir de la que no todos los sujetos o grupos tienen asignados los 
mismos niveles de riesgo, sino que éstos se determinan en casa caso. 
Lo interesante es que este nivel de riesgo particular no se deduce de 
una regla exterior absoluta, sino de una norma inmanente, relativa 
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y dinámica, establecida a partir de su constante puesta en referencia 
con el conjunto de la población. Por supuesto, estas tareas no están 
regidas por una única racionalidad de cálculo. 

A partir de esta caracterización, tales tecnologías pueden ins-
cribirse en análisis más amplios y alusivos a las racionalidades de 
gobierno, como el neoliberalismo, el welfarismo, el neoconserva-
durismo, etc., dentro de las que no deja de realizarse un trabajo de 
especificación de nuevos riesgos y de articulación de políticas de se-
guridad. Aunque algo abstracto, este recorrido es fundamental para 
considerar con mayor profundidad la emergencia de tecnologías 
concretas de predicción y categorización (profiling) que están expan-
diéndose en los ámbitos del control penal.

En este ámbito, O’Malley (2004: 76) propone una distinción entre 
incertidumbre, como indeterminación de los posibles en el futuro, 
y riesgo, como modalidad de incertidumbre más determinada, con-
trolada o al menos formalizada y especificada en el contexto de de-
terminados dispositivos de cálculo y aseguramiento 4. La cuestión es 
que, en el neoliberalismo, se intensifican estas dinámicas de fomento 
de la incertidumbre, mientras que los dispositivos de previsión socia-
lizada se reducen, el riesgo se individualiza y aumenta la responsabi-
lidad de cada cual por su control (Rose, 1990: 23-4; 2007: 158). Esta 
perspectiva permite caracterizar el presente menos como una socie-
dad de riesgo que como una sociedad de incertidumbre. A este respec-
to, la decisión fundamental del gobierno sigue siendo qué incerti-
dumbres se formalizan como riesgos y son destino de recursos para 
su reducción y compensación y qué otras incertidumbres se decretan 
intangibles, de modo que los grupos a que afecten se encuentren más 
expuestos a la intemperie y, en definitiva, vean definidos sus regíme-
nes de vida con menos posibilidades de viabilidad y bienestar.

 4  Esta distinción no es pacífica en cuanto a la noción de incertidumbre, que 
aparecería como un estado de la realidad previo a la racionalización en términos 
de riesgo, con el peligro de generalizar en esta situación ámbitos muy diversos de 
la realidad u homogeneizar en exceso estas situaciones como una suerte de estado 
de naturaleza; cuando precisamente lo que se pretende desde las perspectivas post-
fou caultianas es contextualizar más la formación de las nociones de riesgo en cada 
ámbito y hacer visible la contingencia de las relaciones de poder en la definición 
de los riesgos o en dejar ámbitos abiertos a la incertidumbre. En cualquier caso, lo 
interesante de la distinción sigue siendo subrayar los espacios de la realidad social 
donde los posibles eventos dañosos no han sido problematizados ni regulados para 
distribuir sus efectos o reducir sus prejuicios, con la consecuencia política de que, 
para las poblaciones afectadas, aparecen como naturalmente regidos por el azar.
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3. �L a regulación del riesgo en las estrategias 
de control penal: ascenso del enfoque actuarial

El enfoque presentado es válido para la promoción de la seguridad 
desde una perspectiva penal, donde también se definen unos riesgos 
como objetivos prioritarios de las políticas criminales y unos determi-
nados métodos de previsión y prevención, mientras que otras fuentes 
lesivas para la seguridad no son objeto de estas estrategias de control 
y de estos nuevos métodos de valoración e intervención. Precisamente, 
una de las líneas de innovación más clara es la que se observa a propó-
sito de los métodos de predicción y valoración de riesgos. Aquí se ad-
vierte un tránsito desde los métodos modernos de definición y gestión 
de la peligrosidad hacia la formalización de ésta en términos de riesgo 
y ello, con incorporación de métodos y tecnologías actuariales. Estos 
cambios técnicos reflejan aspectos de la transición epocal desde las 
sociedades disciplinarias a las sociedades de control (Deleuze, 2006) y 
el carácter abierto que tienen determinados regímenes de veridicción 5, 
como los métodos de predicción actuariales y sus procesos de toma de 
decisiones, en el interior de los cuales pueden desplegarse estrategias 
con objetivos y orientaciones muy distintas. 

En este contexto, se designará como actuarial al uso de datos es-
tadísticos, clínicos y de distinto tipo, compilados en amplias bases 
de datos, con el objetivo de determinar la existencia y caracterís-
ticas de ciertos comportamientos en relación con distintos grupos 
sociales, a fin de poder predecir sus conductas presentes y futuras 
(Harcourt, 2007: 2). Estos métodos trasladan parte de la raciona-
lidad predictiva y previsora de los mecanismos de aseguramiento 
que vimos al inicio y hacen que, en cada caso, se ponga en contac-
to al individuo valorado y sus rasgos con su grupo de referencia. 
Por supuesto, la rápida expansión de estas técnicas ha implicado 
también su hibridación respecto a la definición canónica (Kempf-
Leonard, 2000: 68).

Desde una perspectiva penal, Ernest Burguess y otros sociólo-
gos de la Escuela de Chicago iniciaron en los años 1920s el trasla-
do de estos métodos al ámbito de la criminología, aplicándolos a 
sus investigaciones sobre los índices de reincidencia en la parole, 
basadas sobre todo en el historial delictivo y la gravedad del delito 

 5  En el marco foucaultiano, los regímenes de veridicción aluden a los conjuntos 
de reglas estructuradas en orden a definir mecanismos válidos e inválidos de 
producción de verdad en un determinado ámbito (Foucault, 2007: 53). Vid. Vila 
Viñas (2012a: 52 y ss) para ampliar estas cuestiones.



VALORACIÓN DE RIESGOS Y NUEVAS POLÍTICAS DE SEGURIDAD…� 337

©  UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.a Época, n.o 9 (2013)

(Harcourt, 2007: 96 y ss). A partir de la II Guerra Mundial, estos méto-
dos pudieron extenderse hacia otras áreas de las políticas criminales, 
preferentemente a las relacionadas con los delincuentes más jóvenes. 

Con este punto de partida, Harcourt (2007: 7-16) relata cómo este 
desarrollo ha sido especialmente acelerado en el contexto norteame-
ricano reciente. Aunque el impacto real de estos nuevos enfoques de 
valoración de riesgos es un asunto polémico (Sparks, 2007: 34), estos 
rasgos son claros en la actividad de estandarización del conocimien-
to y de la verdad judicial que se realiza en las «guías de sentencias» 
(Franko, 2005: 155) y tienen una influencia creciente en las medidas 
desinstitucionalizadoras de la parole y la probation 6, así como de la 
detención preventiva, en cuyo cálculo siempre está presente un juicio 
predictivo acerca de la peligrosidad y de la conducta del sujeto en li-
bertad (Feeley, 2004: 62-3). Tales tecnologías también han encontrado 
un campo favorable en la expansión de los enfoques criminológicos 
de incapacitación selectiva 7, ya que su eficacia depende de la utilidad 
que tenga el encierro de los sujetos, en función de las posibilidades 
delictivas que se les atribuyan en caso de libertad. Asimismo, en el 
contexto español, se han incorporado mecanismos de este tipo: en el 
caso de las personas menores de edad, a partir de sentencias mínimas 
obligatorias y limitación temporal de las posibilidades de modifica-
ción de sanciones (art. 10.1.b LO 5/2000, de responsabilidad penal del 
menor, en adelante, LORPM) y, en el de adultos, en las valoraciones 
de riesgo para dictar medidas cautelares (art. 544 ter Lecrim) y penas 
accesorias, por una parte, y en la calificación de grados penitenciarios 
(art. 62 LO General Penitenciaria) y el acuerdo de la libertad condi-
cional (art. 67 LOGP), por otra. Así y hasta donde alcanzamos a saber, 
las regulaciones penales contemporáneas incorporan elementos de 
categorización o profiling que ligan, como hemos visto, determinadas 
medidas o condiciones a valoraciones de peligrosidad y riesgo, lo que, 
en último término, incorpora siempre ciertos juicios predictivos 8. 

 6  Aunque son instituciones propias del derecho penal anglosajón, de forma 
sintética puede señalarse que la probation tiene una aplicación previa, normalmente 
suspensiva o sustitutiva de una pena de prisión, mientras que la parole alude a 
una excarcelación previa al cumplimiento íntegro de la condena sujeta a ciertas 
condiciones de conducta.

 7  Puede ampliarse esta perspectiva a través de los trabajos de James Q. Wilson 
y Edward C. Banfield, o William J. Bennett (1996). La selección de los individuos 
que conviene extraer de la circulación social puede hacerse a través de tecnologías que 
combinen métodos actuariales y clínicos.

 8  Enfoques similares se aplican en ciertos mecanismos de «prevención situacional», 
articulados en torno a determinados puntos calientes o sujetos o grupos definidos por 
la probabilidad de sus conductas lesivas (Feeley, 2004: 66; O’Malley, 2004: 72). Vid. 
Domínguez (2003) y Hebberecht (2003: 355) para esta lógica actuarial en España.
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En la práctica y más allá de su definición, la particularidad de 
los métodos actuariales se observa por su contraste con los métodos 
clínicos 9, en cuanto anteriores métodos hegemónicos de predicción 
(Harcourt, 2007: 17). A partir de la segunda mitad del XX, tales mé-
todos empezaron a considerarse menos fiables, si bien conforman 
aún hoy la mayor parte de las valoraciones forenses de riesgos. Así, 
se limitaron sus objetivos, su dimensión política quedó mermada y 
perdieron la consideración de que tenían una capacidad universal 
para organizar la diagnosis y la rehabilitación (Castel, 1984: 153). 

Sin embargo, el cambio que más nos interesa se refiere a la rede-
finición de la noción de riesgo que realizan los métodos actuariales 
y lo que ello implica para la actual conceptuación y tratamiento del 
sujeto de control penal. Los métodos clínicos, propios de la tradición 
psiquiátrica y psicológica, problematizaban el riesgo en términos de 
peligrosidad. Como indica Castel (1984: 154-5), aunque enunciaran 
juicios de probabilidad, éstos enmascaraban juicios sustancialistas 
sobre la desviación, que les permitían afirmar una determinada co-
rrelación entre los síntomas actuales y un acto futuro indeseable. 

Desde nuestra perspectiva, esta orientación, que favorecía una ar-
ticulación muy clara con las estrategias y tecnologías vertebrales de 
la gobernabilidad welfarista, ha sido la fuente principal de su debili-
tamiento contemporáneo, por encima de ciertos límites técnicos. Por 
ejemplo, en términos políticos y profesionales, la discrecionalidad 
del juicio clínico ofrece siempre un punto de anclaje para la crítica, 
que puede así denunciar la intervención en términos de déficit o de 
exceso, haciendo visibles los focos y vectores de toma de decisiones, 
así como los costes de las medidas, sobre todo si son preventivas. 

Aun así y respecto a esta clara contraposición, conviene introducir 
algunas matizaciones. En primer lugar y en general, no existe una 
jerarquía técnica entre los distintos método que permita apoyar el 
ascenso de los actuariales o alimentar la nostalgia por los métodos 
clínicos y welfaristas, ya que ambos tienen inconvenientes ligados a su 
necesaria apertura y sintonización con las racionalidades de gobierno 
en que pueden inscribirse (Harcourt, 2007, 2008; Sapir, 2008).

En segundo lugar, no se ha producido una pura sustitución de 
los métodos clínicos por los actuariales. Más bien, son escasos los 
supuestos de aplicación pura de tecnologías actuariales y, en la 

 9  Éstos se basan sobre la experiencia acumulada del evaluador (juez, médico, 
jurado, etc.) y sobre su capacidad de predicción. Se efectúan a través de sus 
decisiones discrecionales.
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mayor parte de los casos, la práctica penal y criminológica muestra 
una creciente combinación de estos mecanismos con tecnologías 
de valoración de carácter clínico, toda vez que los enfoques de 
riesgo son cada vez más generales y, por tanto, abiertos en cuanto 
a las orientaciones y tecnologías con las que llegan a articularse 
(O’Malley, 2004: 8, 27; Maurutto, 2006: 446-8). Por suerte, esto tam-
bién permite explorar las posibilidades de las tecnologías actuaria-
les, en combinación con otras hábiles en la valoración de riesgos, 
para la regulación alternativa de algunos problemas penales y socia-
les (O’Malley, 2008, 2010). 

De hecho, el interés analítico de estos métodos actuariales no 
procede de una superación técnica de los métodos anteriores, sino 
de que constituyen una de las concreciones más claras del impacto 
de una nueva economía de gobierno en el ámbito del control formal. 
Esto puede constatarse en el buen ajuste de estos enfoques actua-
riales con algunas líneas de innovación específicas del campo penal 
pero también generales. Primero, la emergencia de un control formal 
más gubermentalizado (o administrativizado, Zedner, 2009: 39-42), 
conceptuado en ocasiones como nueva penología (Feeley, 2003: 434-5) 
y que se implementa a través de este tipo de técnicas. 

Segundo, su adaptación al movimiento general de manageriali-
zación de las prácticas de gobierno, lo que incluye toda una serie de 
desplazamientos de los principales saberes de gobierno desde la psi-
cología, la psiquiatría y el psicoanálisis, basados sobres instrumentos 
clínicos y forenses con destino al diagnóstico, a la sociología, basada 
sobre instrumentos estadísticos con destino a una predicción más 
extensiva y a un gobierno más general de las poblaciones sujetas a 
control penal. 

Por supuesto, la discrecionalidad que se pretende reducir con 
los métodos actuariales, o más bien la arbitrariedad contenida 
en esta discrecionalidad defectuosamente reglada, no desaparece 
en términos absolutos, sino que se desplaza hacia otros estadios 
de los procesos de valoración y decisión de los riesgos (Harcourt, 
2007: 92-3): sobre todo a los nodos de elaboración de los criterios 
de peligrosidad, de las bases estadísticas y de los protocolos de im-
plementación. Es decir, que la discrecionalidad se centraliza y en 
algún caso se puede normativizar y automatizar pero ello no disuel-
ve, por sí, el peligro de arbitrariedad pendiente en estas decisiones 
y clasificaciones. Además, este desplazamiento conlleva alicientes 
para la naturalización, al diferir estas decisiones y dotarlas de una 
cientificidad más aceptada.
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El tercer aspecto en que puede constatarse el sentido guber-
nativo de los métodos actuariales es su capacidad para funcionar 
dentro de la dinámica de objetivación-sujeción que, desde nuestro 
enfoque, constituye en el presente una dinámica general de la ac-
ción de gobierno. Ello, por su capacidad para configurar y hacer 
funcionar categorías sociales definidas por su nivel de riesgo o, lo 
que es lo mismo, su posición en determinado marco de gobierno 
(objetivación), a la vez que la posibilidad de inscribir eficazmente 
en esa categoría a distintos individuos y grupos familiares concre-
tos (sujeción).

Ahora bien, el ascenso de estos métodos también ha encontrado 
numerosas críticas. Con frecuencia, éstas han girado sobre la idea 
de que, como se le reprochaba a la estadística, la abstracción de 
esos instrumentos constituía una generalización constante que iba 
en detrimento de las particularidades de los distintos individuos, 
la variabilidad de los casos posibles y, en último término, de sus 
derechos subjetivos (Schauer, 2003). Sin embargo, los métodos 
actuariales son sobre todo métodos de individuación, de transición 
desde regularidades poblacionales hacia la configuración de perfiles 
individuales de riesgo, de modo que la tensión no se organiza entre 
las nociones de individualidad y generalidad, sino, más bien, entre 
cuestiones técnicas, costes sociales y distorsiones epistemológicas 
(Harcourt, 2007: 22, 110). 

Ello no implica que el ascenso de estos esquemas de valoración 
de riesgos no tenga efectos muy relevantes en la objetivación y ca-
tegorización social. De hecho, ésta es una vía muy señalada en la 
producción contemporánea de las antiguas «clases peligrosas». Éstas 
mantienen muchos rasgos forenses pero ya no tanto a partir de ras-
gos individuales, sino de la adecuación de los individuos analizados 
a unas categorías de riesgo configuradas a través de métodos esta-
dísticos. Esto extiende tal actividad de gobierno desde los sujetos en 
cuestión hacia los grupos de referencia 10. 

Respecto a un segundo conjunto de críticas, de carácter más téc-
nico, hemos adelantado muchas a propósito de la caracterización de 
la sociedad del riesgo. Así que nos centraremos aquí en dos conjuntos 
de defectos: Primero, aquellos que son específicos de los métodos 
actuariales, en la definición estricta. Aunque, como tales, sean prácti-

 10  Muchos autores han explorado las distintas estrategias de gobierno 
diferenciado de estas poblaciones. Desde planteamiento que no contradicen el 
marco presentado, vid., entre otros, De Giorgi (2006: 129), Rose (2007: 240 y ss) o 
Domínguez Figueirido (2003: 336-8).
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cas minoritarias, sirven para referirse a un incipiente sentido común 
que se está instalando en estas agencias de regulación de riesgos. Y 
segundo, analizaremos los que aluden al escenario más general del 
control formal 11.

Respecto al primer conjunto, es evidente que la legitimidad de 
estos métodos descansa en esa particular capacidad de predicción. 
En este sentido, J. Bennett (2008: 4-9) indica que tales métodos han 
alcanzado una eficacia predictiva aceptable respecto a la reinciden-
cia en delitos menos graves (mucho más numerosos para conformar 
las bases de datos) pero no así respecto a los delitos más graves, cuya 
predicción era la razón de su emergencia y donde se produce un 
número alarmante de falsos positivos. Esto habría avalado la vuelta 
a la participación de ciertas técnicas clínicas en la valoración de los 
casos más graves (Harcourt, 2007: 96, 105-6). 

En general, estos métodos han buscado la confirmación de su 
eficacia en el éxito de las compañías aseguradoras en numerosos 
ámbitos de la realidad social. Sin embargo, el apoyo obtenido en 
esta metáfora no puede sostenerse sin límite, dadas las diferencias 
en su funcionamiento. En el seguro, los métodos actuariales se 
centran en la prima que debe imponerse a cada asegurado según 
su pertenencia a un grupo de riesgo o a otro pero la cantidad de 
la prima designada no suele afectar a las probabilidades de que el 
riesgo se actualice en el futuro, algo que sí ocurre en el caso de las 
decisiones sobre la prisión preventiva o la libertad condicional 12. 
Esto dota a las técnicas actuariales presentes en las políticas so-
ciales y criminales de un elemento reflexivo que es fundamental 
para los efectos de estos discursos prácticos. Tampoco se compor-
ta igual el capital que es objeto de transferencia en los seguros y 
que suele tener condiciones altísimas de abstracción, que las con-
diciones de vida y de libertad que se derivan de las predicciones 
en un ámbito penal.

El segundo conjunto de reticencias científicas a la fiabilidad 
de estos métodos proviene de la posibilidad de que modifiquen 
las condiciones del campo sobre el que se aplican, de modo que 
respondan a unas dinámicas sociales alteradas por su propia parti-

 11  En ambos casos, puede verse una exposición más completa de estas críticas en 
Vila Viñas (2013).

 12  Dicho de otro modo, una prima alta o baja en un seguro de vida no afecta, en 
principio, a un aumento o descenso de la probabilidad de muerte, pero la designación 
de un perfil alto de reincidencia en la decisión de la libertad condicional sí afecta 
a la probabilidad de reincidencia de ese sujeto, ya que provoca efectos sobre su 
comportamiento y tratamiento social (Harcourt, 2007: 185-6).
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cipación: Harcourt (2007: 147) define este efecto de coste social so-
bredimensionado como «ratchet effect», en alusión a un aumento de 
la desproporción, en un determinado grupo, entre la población car-
celaria y el total de personas de ese grupo que han tenido cualquier 
contacto con el sistema penal. La dinámica es simple: si, mediante 
métodos actuariales, se define un grupo de riesgo de reincidencia 
alto y, por tanto, se destina a este grupo más medios de vigilancia 
y más dureza en los castigo, aumentará la proporción de población 
encarcelada en este grupo. Y esto ocurre aun suponiendo que los 
primeros datos que permitieron la elaboración de los perfiles de 
riesgo no estuvieran distorsionados también por efectos similares, 
fruto de la histórica aplicación de estos parámetros de manera in-
formal y continuada para los exámenes clínicos de los distintos ope-
radores. Y este sobre-coste social opera incluso en los supuestos de 
idoneidad técnica del campo para aplicar estos métodos: cuando el 
sistema de valoraciones de riesgos deba actualizarse habrá acumu-
lado, en sus bases de datos, las distorsiones de este «ratchet effect» y 
las reproducirá a las nuevas valoraciones, siquiera de manera más 
o menos intensa según la elasticidad de los grupos implicados (Har-
court, 2007: 28, 157-8). En todo caso y más allá de la distorsión de 
los discursos predictivos y los cálculos actuariales, las consecuen-
cias sociales de este efecto se extienden a las distintas consecuencias 
más o menos indirectas del paso por el sistema penal, en términos 
de empleo, de oportunidades, de salud y costes añadidos para sus 
familias y las comunidades. Algo que finalmente afecta a sus niveles 
de infracción (J. Bennett, 2008: 10) y al imaginario social, donde de-
terminados grupos, sobre todo definidos por criterios de raza, edad, 
género y clase, se asocian con distintos riesgos sociales (Luhmann, 
1993). Tal dinámica resulta especialmente lesiva en el interior de 
una gobernabilidad social que encuentra en la meritocracia la legi-
timidad liberal de la desigualdad social porque precisamente indi-
vidualiza por estos medios la etiología de sus fracasos personales, 
incluso a escala intergeneracional.

Es obvio que la evitación de los métodos de valoración de riesgos 
que provocan estos «efectos indeseados» no resuelve por completo 
el asunto de cómo afrontar los espacios de predicción y previsión 
inherentes a la regulación. Sin embargo, sí coadyuvan a centrar el 
objeto de la actividad previsora, relativo a la mejor definición de las 
incertidumbres que se pretenden cubrir, la mejor formalización y 
conocimiento de las dinámicas de riesgo que implican, así como el 
diseño e implementación de mecanismos adecuados de previsión, 
prevención y compensación. 
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4. �E nfoques de riesgo, necesidades criminógenas 
y prevencionismo en el sistema penal de menores

En otro trabajo (Vila Viñas, 2012a: 617 y ss) y a través de un estu-
dio pormenorizado de las evolución en el sistema de responsabilidad 
penal para personas menores de edad hemos mostrado una creciente 
racionalización del control penal de la infancia desde las perspec-
tivas de riesgo y su lógico condicionamiento sobre las políticas de 
prevención del delito protagonizado por menores. 

Desde una perspectiva práctica, hemos analizado el ascenso de 
los métodos actuariales en relación con los clínicos. Esta expansión 
ha encontrado en la crisis del welfare y de su regulación tutelar de la 
responsabilidad de los y de las menores un contexto favorable a la 
confianza en nuevos programas, más localizados y con nuevas meto-
dologías (Maguire, 2007: 290-4). Dicho ascenso resulta muy claro en 
el sistema inglés de responsabilidad, no solo con análisis de riesgos 
a partir de infracciones penales, sino también dentro de programas 
preventivos y de control de los comportamientos antisociales, así 
como de programas de tratamiento de menores con problemas de 
conducta asociados a trastornos mentales (France, 2010: 1195).

Como sucede en otros ámbitos, el ascenso de estos métodos no 
equivale a una completa sustitución de las formas de valoración an-
teriores. Así, el funcionamiento de estas racionalidades emergentes 
no puede determinarse en todo caso, sino que resulta particularizado 
en las distintas agencias por el habitus de los operadores (McNeill, 
2009: 423; Hannah-Moffat, 2005) y por la posición específica de cada 
agencia en las estrategias de gobierno de la infancia. Tampoco este 
cambio, ni su análisis crítico, apelan a ninguna nostalgia por las 
tecnologías de carácter clínico modernas, que, allí donde mantienen 
una hegemonía menos discutida, siguen mostrando su capacidad de 
sobrerrepresentación penal de distintas minorías (Gray, 2009: 453-4).

En cualquier caso, lo principal no es afirmar la eficacia de deter-
minados programas en detrimento de otros (cuestión importante 
pero que remite, más bien, al enfoque gubernativo que se adopte), 
sino la progresiva configuración de un nuevo conjunto de saberes 
sobre la conducta, capaces de alcanzar una posición de hegemonía 
en la racionalidad de control formal de la infancia y afectar decisiva-
mente a la evolución de estos sujetos. Para ello, la fiabilidad de estos 
estudios es menos relevante que su capacidad para dotar de están-
dares coherentes y de nociones comunes a este régimen de saber, al 
modo de un nuevo sentido común del campo. Ello muestra la rele-
vancia de estas racionalidades, no solo en cuanto a la predicción de 
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conductas y «carreras criminales» aisladas, sino respecto al control 
de un conjunto de poblaciones desviadas y al gobierno del conjunto 
social a través de la especificación de esas poblaciones, la visibiliza-
ción de algunos de sus riesgos y el oscurecimiento de otras incerti-
dumbres. En esa dirección, lo que nos resulta más interesante aquí 
es analizar las condiciones de positivación de estos saberes, tanto 
para el diseño de las políticas públicas, como para las valoraciones y 
decisiones en su implementación. 

4.1.  El contenido de las valoraciones de riesgo

La evolución del contenido de estos instrumentos de valoración 
de riesgos también está marcada por cambios generales en el trata-
miento de la delincuencia. En particular, enfoques criminológicos 
muy influyentes desde los 1990s 13 se han dirigido a reinscribir la 
división individual entre el sujeto delincuente y el no-delincuente 
dentro de una pluralidad de factores de riesgo que favorecen ciertos 
itinerarios delictivos; donde la mayoría de estos factores se definen, 
más bien, como situaciones carenciales o de necesidad que influyen 
después sobre las posibilidades de cometer infracciones penales, esto 
es, como necesidades criminógenas.

Sensu contrario, la ausencia de estos factores y la presencia de 
otros, denominados protectores, favorecería que esos sujetos abando-
nen las conductas delictivas tras la adolescencia, momento en que és-
tas son además bastante comunes. De modo que sigue existiendo una 
actividad de categorización y gobierno de las poblaciones, pero ahora 
en un nivel de mayor abstracción, como es el que se ha configurado 
respecto a estos factores de riesgos o necesidades criminógenas.

Para superar algunas críticas relativas al determinismo de ta-
les técnicas, en los últimos tiempos, los factores dinámicos han 
ganado peso sobre los estáticos (Maurutto, 2006: 443; Hannah-
Moffat, 2005: 31-4), lo que ha aumentado su flexibilidad y apertura, 
ampliando sus posibilidades de hibridación con estrategias más 
centradas en objetivos welfaristas-tutelares de transformación de los 
sujetos 14. Así, la generalidad con que distintos ámbitos de gobierno 

 13  Puede verse una síntesis de estos enfoques en Farrington (2002).
 14  Aquí se situarían las tecnologías éticas, en el sentido con que Rose (2000: 336) 

transpone, a este campo, las tecnologías del yo foucaultianas (Foucault, 1991). Éstas se 
concretarían, sobre todo, en una actividad de responsabilización y fomento del auto-
control para evitar el delito y mantener una salida hacia el campo de la normalidad, la 
formación, el empleo, etc.
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han adoptado estos esquemas de valoración, unida a su apertura y 
permeabilidad, permiten la comunicación de estas valoraciones des-
de espacios muy distintos en el gobierno de la infancia 15. Dicha com-
patibilidad se observa también respecto a los factores protectores 16. 
Por otra parte, también puede advertirse dicha afinidad a propósito 
de los programas de prevención secundaria, en ocasiones mixtos con 
los de prevención de la reincidencia, que tienen además otros objeti-
vos de promoción social 17. 

En definitiva, la posibilidad de realizar consideraciones técnicas 
relativamente homogéneas sobre determinadas poblaciones de me-
nores desviadas desde estadios bastante alejados del delito, como por 
ejemplo los escolares o de protección, no solo cumple funciones de 
predicción de las conductas criminales, sino que dota al gobierno de la 
infancia desviada de una coherencia difícil de alcanzar de otro modo. 
Al margen de la eficacia de las valoraciones y las predicciones basadas 
en esta racionalidad de riesgos sobre casos concretos, mostrar la con-
tinuidad con que están constituidas estas poblaciones de menores a 
través de distintos marcos institucionales explica y hace más aceptable 
una integración social de las nuevas generaciones tan desigual como la 
que se produce en nuestras sociedades, donde, más allá de la retórica 
sobre la igualdad de oportunidades, el peso de la herencia familiar es el 
factor más determinante para el encuadramiento social adulto. 

 15  En el tratamiento de la infancia, esta continuidad se aprecia en un conjunto 
de factores bastante análogos que prevén las situaciones de riesgo desde los ámbitos 
educativos o de protección hasta la reforma penal (Farrington, 2002: 426-7; Parton, 
2006: 977-8 y Reading et al., 2009, como referencias influyentes. Estos factores 
se refieren al ambiente familiar, medio decisivo para la socialización primaria de 
la infancia y su éxito escolar: a los bajos ingresos y desempleo de los padres; a la 
ausencia de domicilio; a la parentalidad pobre o deficiente; a la escolaridad pobre o 
deficiente; a la depresión post-parto de las madres; al bajo peso al nacer; al abuso de 
sustancias nocivas; determinadas características individuales, como la inteligencia, 
y factores comunitarios, como vivir en un vecindario malo. Harden (2011: 1393-5) 
añade otros, procedentes de instrumentos estadounidenses, como el número de hijos 
en casa, el trato de los padres, la salud mental de los padres o la estabilidad del hogar.

 16  En estudios en EE.UU. y Canadá, los factores protectores más señalados aluden a 
visitas frecuentes de profesionales de salud durante el embarazo que consigan mantener 
un régimen de vida adecuado de la madre; programas de «enriquecimiento de la 
inteligencia» durante la etapa pre-escolar; programas de educación parental; fomento 
de habilidades cognitivas y sociales; distintas estrategias de control de la influencia del 
entorno; iniciativas anti-bullying en las escuelas, etc. (Farrington, 2002: 427-8).

 17  Éste es el caso de los programas de cuidado comunitario (Community That 
Care, CTC), en EE.UU. (Farrington, 2002: 429) o los programas de inclusión (Young 
Inclusion Programme, YIP), en Inglaterra y Gales (Newburn, 2002: 457), desde 2001 y 
centrados en tramos más tempranos de edad; cierto que en el contexto de un sistema 
que ha reducido mucho la franja de edad de responsabilidad penal.
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Otro efecto del carácter fl exible de estos esquemas de valoración de 
riesgo es la posibilidad de hacerlos funcionar dentro de racionalidades 
políticas muy diversas en la orientación de las políticas de seguridad. 
Amén de con enfoques welfaristas, clásicos o renovados, también se 
abren espacios de hibridación con racionalidades más ligadas a los 
principios de soberanía y defensa social, orientadas hacia una nueva 
positivación de la peligrosidad por esta vía y hacia su tratamiento di-
ferenciado. Sin embargo, más allá de discutir el peso específi co de las 
distintas racionalidades criminológicas, vamos a desgranar el funcio-
namiento, al menos en sus términos ideales, de este enfoque de facto-
res de riesgo / necesidades criminógenas que tiene una mayor infl uencia 
en Justicia de menores, también para nuestro contexto 18. 

Cuadro 1. Factores de riesgo y protectores en la valoración 
de riesgo utilizado por el Área de menores en confl icto social 

del Gobierno de Aragón (IASS, 2009: 254-6)

 

 18 Puede verse un instrumento de valoración concreto, con los factores de riesgo 
y protectores en IASS (2009), para la Comunidad Autónoma de Aragón, que repro-
ducimos en dos cuadros.



VALORACIóN DE RIESGOS Y NUEVAS POLÍTICAS DE SEGURIDAD… 347

© UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.a Época, n.o 9 (2013)

 
 
 

 

En general, estos instrumentos de valoración han defi nido una 
pluralidad de factores, dinámicos o estáticos, que facilitan o difi cul-
tan la comisión de nuevos delitos y por tanto permiten establecer un 
índice individualizado de riesgo o perfi lar determinados ámbitos en 
que la intervención puede ser más necesaria y efi caz, como un medio 
de diagnóstico de la orientación y de la intensidad de la intervención. 
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Sin embargo y pese a que la extensión de estos mecanismos está 
siendo, con todas sus especificidades, muy amplia, son todavía esca-
sos los análisis acerca de su contenido y la influencia de esta racio-
nalización en la Justicia de menores contemporánea, en particular 
para nuestro contexto. Por el contrario, si se analizan las decisiones 
epistémicas y políticas implícitas en estos instrumentos de valora-
ción, emergen dos conjuntos de cuestiones: aquellas que problema-
tizan las características generales del enfoque en relación con otros 
posibles y aquellas que subrayan la convencionalidad de ciertas de-
cisiones por su ambigüedad y escaso valor diagnóstico.

Respecto a las primeras, existen análisis muy útiles acerca del 
enfoque neo-positivista de estos instrumentos de valoración y de sus 
límites. En primer lugar, muestran que muchos parten de un enfo-
que dicotómico de las conductas y los rasgos humanos que serían 
difíciles de sostener desde una perspectiva sociológica o psicológica. 
Por ejemplo, si se tienen antecedentes, se considera al sujeto «delin-
cuente» o si hay antecedentes de conductas anti-sociales, «anti-so-
cial». Se realiza así una abstracción de las conductas respecto a unos 
elementos contextuales, de bagaje social o de ambiente, cuya medi-
ción es difícil o directamente se ha descartado (France, 2008: 5-7). 
En cambio, las valoraciones se centran en los elementos que mejor 
racionalización encuentran en un enfoque individualista y que per-
miten subrayar el plano en que pueden establecerse diferencias entre 
distintos sujetos que, por lo demás, suelen estar en un contexto bas-
tante similar, quedando esta cuestión al margen del marco político 
en que funcionan estos instrumentos.

En los mejores casos, estos factores se complejizan, bien des-
glosándolos en otros que puedan dar razón de las situaciones de 
manera más precisa, bien introduciendo un sistema de gradación 
que permita modular la intensidad de las distintas definiciones (por 
ejemplo, una valoración de 1 a 5 en cuanto a la presencia de un fac-
tor concreto). De manera reciente, también se ha tratado de aumen-
tar la sensibilidad de estos instrumentos al contexto y a las líneas 
sistémicas de desigualdad social (disponibilidad de redes sociales, 
de capital cultural, situaciones de pobreza, exclusión o pertenencia 
a colectivos minorizados, etc.). Ello, sin embargo, sin mucha capa-
cidad para estandarizar y medir variables complejas y su influencia 
sobre la conducta humana. En particular, Kemshall (2008) subraya 
la diferencia entre formalizar el impacto de determinados factores 
sociales, al incluirlos como factores de riesgo dentro de perfiles in-
dividuales, y comprender la influencia que esos elementos sociales 
tienen sobre todos los factores que forman parte del perfil de valo-
ración del riesgo, también sobre los individuales. Por ejemplo, el 
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«contexto de pobreza» y el «fracaso escolar» no son solo dos factores 
que influyen aisladamente en la evolución conductual, sino que entre 
ellos tienen una relación: el contexto de pobreza favorece a su vez el 
fracaso escolar. Así pues, formalizar esta relación efectiva entre los 
diferentes factores de riesgo positivizados es una tarea fundamental, 
muchas veces ausente en esos instrumentos.

France (2008: 6-7) ha subrayado también el telos funcionalista de 
estos enfoques en cuanto que, mientras las reglas y estructuras socia-
les permanecen naturalizadas, el foco de problematización se centra 
en los sujetos y grupos desviados, a partir de su grado de separación 
respecto a la norma. Pese a que en los últimos años se ha incidido en 
una cierta nihilización del control del delito, aquí podemos advertir 
la más compleja normativización de nuevos espacios de la vida sus-
ceptibles de desviación social o penal, no por ser delictivos en cuanto 
tales, sino por aproximar probabilísticamente al delito. 

Si analizamos la cuestión desde su propio marco epistémico, ve-
remos cómo, de manera reciente, la literatura ha avanzado en la es-
pecificación de ciertas limitaciones en estos modelos, respecto a su 
intención declarada de funcionar con el mismo nivel de eficacia y 
legitimidad que han alcanzado en otros espacios, como los seguros 
o la epidemiología. A diferencia de aquéllos, en los ámbitos sociales 
y penales, gran parte del éxito de los enfoques de riesgo se debe a 
su sencillez en el uso por parte de todos los operadores y a su defi-
nición dentro de una comunidad de sentido. Ahora bien, O’Mahony 
(2009: 105, 108) recuerda que la epidemiología ha alcanzado ni-
veles muy elevados de complejidad, de influencia diferencial y de 
interacción entre los distintos factores, que no pueden ser iguala-
dos por estas criminologías etiológicas: por ejemplo, es distinto 
saber que hay treinta o cincuenta factores que tienen influencia en 
el delito, en cuanto que están más presentes en los delincuentes, 
que determinar la influencia específica de cada uno. En esta línea, 
sería fundamental precisar la importancia de la interacción entre 
los distintos factores, ya que la mayoría de valoraciones de riesgo 
proceden por adición. Entre otros, Farrington (2007: 619-22) ha 
mostrado las dificultades para especificar verdaderos factores inde-
pendientes de riesgo, ya que, como hemos visto, muchos de los que 
habitualmente se incluyen en estos instrumentos, están causados 
o definidos en relación con otros: por caso, habría que determinar 
mejor si la «baja inteligencia» es un factor que favorece la delin-
cuencia o lo que favorece es el «abandono escolar», de modo que 
debería quedar subsumido en éste. 
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En definitiva, estos problemas aluden a la noción y relación de 
causalidad que pueda establecerse entre estos factores y el delito. En 
este sentido, existirían dos focos de crítica. El primero, más evidente, 
indica que la demostración científica de la influencia de ciertos fac-
tores es demasiado vaga y está en exceso condicionada por los méto-
dos de investigación, como las historias de vida y auto-informes de 
los sujetos (O’Mahony, 2009: 101-8; Maurutto, 2006: 444-5); lo que, 
en general, provoca una presencia de falsos positivos por encima de 
lo conveniente (France, 2008: 4).

El segundo foco de crítica alude a la relación de causalidad entre 
los factores y los delitos. La cuestión es que muchos de los factores 
definidos no tienen una relación causal con el delito, sino que son 
más bien predictores o síntomas del delito, en cuanto que aparecen 
más en los sujetos que delinquen; pero bien puede ser como efectos 
compartidos de las mismas causas o factores del delito (Bernard, 
2005: 51-2; Farrington, 2007: 605). Incluso puede ocurrir que la 
variable independiente propuesta por el programa de valoración 19 
no sea causa ni predictor del delito, sino que sea un efecto de éste, 
en cierta medida causado por la propia conducta delictiva y por 
sus consecuencias, informales o formalizadas en la reacción penal 
(Bernard, 2005: 53). Estas diferencias son importantes porque los 
predictores, como síntomas, pueden advertir el riesgo de delito pero, 
en orden a planificar una intervención preventiva, no tiene sentido 
intervenir sobre ellos, al no tener influencia sobre la conducta delic-
tiva (Farrington, 2007: 609; O’Malley, 2004: 137). 

De aquí, se siguen algunas consecuencias relevantes. Primero, 
la intervención sobre esos predictores (por ejemplo, los «malos 
resultados en habilidades cognitivas básicas») puede ser muy rele-
vante (porque tengan una relación causal con el «fracaso escolar») 
pero, dado que no hay relación con la delincuencia, no hay motivo 
para realizar estas intervenciones en el contexto del sistema penal, 
de modo que podrían encontrarse otros ambientes institucionales 
más propicios. Otra cuestión es que el fin de estas valoraciones e 
intervenciones formales se haya desplazado, desde los objetivos 
preventivos y de afectación de los factores de riesgo, hacia objetivos 
de categorización diferencial de poblaciones desviadas, dentro de 
estrategias de gobierno de la infancia a través del delito (Simon, 2007).

Segundo, al interrumpir esta ubicua circularidad causal, se 
limitaría la actual tendencia a la socialización de los dispositivos 

 19  Aquella sobre la que se trabaja en busca de resultados sobre la variable 
dependiente: en estos casos, la conducta delictiva.



VALORACIÓN DE RIESGOS Y NUEVAS POLÍTICAS DE SEGURIDAD…� 351

©  UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.a Época, n.o 9 (2013)

de control penal. La presencia de los distintos factores podría re-
formularse mejor en términos de simultaneidad, más fiable menos 
estigmatizada para los y las menores. En definitiva, la delincuencia, 
como marco de veridicción y formulación de intervenciones polí-
ticas, ejerce un efecto de atracción demasiado fuerte sobre estas 
valoraciones de riesgo. Salvo pequeños programas, centrados en la 
intervención temprana sobre necesidades criminógenas, la mayor 
parte de las valoraciones toman la detección de una infracción pe-
nal como punto de arranque de la valoración, lo que supone una 
particular petición de principio respecto a la nueva conducta delic-
tiva que se pretende prever.

Pero sobre todo, en tercer lugar, la existencia de estos predictores 
puede indicar y ayudarnos a precisar la existencia de un marco de 
necesidades común respecto a estos asuntos y la propia delincuen-
cia, que constituiría así un plano más rentable de intervención, con 
efectos benéficos tanto en esos predictores como en la conducta 
delictiva. Es decir, podemos intuir que detrás de síntomas que apa-
recen a la vez (delincuencia y fracaso escolar) hay un factor de riesgo 
común (pongamos por ejemplo la pobreza), de manera que es en tal 
ámbito donde la intervención preventiva resultaría más eficaz. Esto 
abre una línea de prioridad de la intervención preventiva sobre gru-
pos de factores que, inter-dependientes, tienen un efecto conjunto 
sobre la delincuencia que hace mucho más rentable su tratamiento 
y señala las condiciones de ciertas posibilidades benéficas de estas 
racionalizaciones preventivas y de riesgo.

Aparte de la relación causal con el delito, la literatura ha evi-
denciado los problemas en la configuración y en la medición de los 
factores de riesgo, sobre todo en la línea de proponer una definición 
más objetiva. Se advierte que muchos son difíciles de estandarizar 
y de medir, pero otros se encuentran dentro de confusiones menos 
excusables 20.

Por último, un análisis que se alejara un poco del interior del 
marco epistémico en que se realizan estas valoraciones advertiría 
sobre la dimensión política de la definición del resultado dañoso al 

 20  Por ejemplo, Farrington (2007: 611) ha sostenido la importancia del factor de 
«impulsividad», como un factor muy presente en los multirreincidentes y relacionado 
con la producción última del delito. Sin embargo, también reconoce que, en el diseño 
de los instrumentos y en la práctica de los operadores, hay demasiadas nociones 
próximas, como la agresividad, la hiperactividad, los trastornos de conducta disocial, 
la ausencia de reflexión antes de actuar o la ausencia de empatía, auto-control, etc. 
Algo similar puede decirse del uso de nociones tan amplias como la «conducta anti-
social» como factor de riesgo.
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que se refiere el mayor o menor riesgo, esto es, el delito. Como indi-
camos, existe aquí una sobre-determinación de las valoraciones por 
parte del campo epistémico de la delincuencia: en contraste con la 
valoración de riesgos que opera en epidemiología, el resultado daño-
so (por ejemplo, el paro cardíaco) puede definirse de manera objetiva 
y bastante unívoca, mientras que la delincuencia futura, como resul-
tado dañoso, es un concepto mucho más polémico. Es difícil afirmar 
si la reincidencia es lo peor para el/la menor y la misma sociedad, 
cuando, junto al delito, se presentan situaciones tan graves como la 
privación material severa o el desamparo, que los enfoques predic-
tivos los tienen en menos consideración 21. Por otra parte, también 
existen delitos «adultos» (delitos ecológicos, delitos económicos y 
corrupciones) cuya raíz en una carrera delictiva durante la mino-
ría de edad (evento a evitar) es muy dudosa y que por tanto no se 
verían reducidos por unas estrategias preventivas así configuradas. 
Cuestión distinta es la medida en que estos enfoques de riesgo son 
dependientes de una noción de delincuencia muy estrecha, ligada a 
las conductas desviadas de ciertas poblaciones (Foucault, 1978). 

4.2. � El funcionamiento de los instrumentos de valoración 
de riesgos

Más allá de las cuestiones de carácter epistémico y en relación al 
funcionamiento práctico de estos dispositivos, conviene notar que la 
diversificación de los factores de riesgo lleva a una dificultad de im-
plementación que muchas agencias y operadores resuelven mediante 
el privilegio de un pequeño número de factores en sus decisiones y 
la minoración de los demás. Si, para el control penal de los adul-
tos, los factores decisivos suelen ser los antecedentes delictivos y la 
gravedad del hecho cometido, la escena para la Justicia de menores 
resulta algo más compleja. Vamos a analizar qué factores de riesgo 
son decisivos para la valoración y toma de decisiones, así como las 
conclusiones que cabe extraer de esta asimetría en los instrumentos 
de predicción, para, en segundo lugar, apuntar una visión gubermen-
tal de conjunto del ethos y del telos con que se disponen finalmente 
estos saberes.

 21  Vid. O’Mahony (2009). Un trabajo de estandarización alternativo podría definir 
un resultado dañoso más coherente con la Convención de Derechos del Niño y el 
enfoque de derechos de la infancia, por ejemplo, especificando una serie de indicadores 
que permitieran realizar juicios predictivos acerca del bienestar futuro del menor.
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El primer factor decisivo, al igual que en adultos, es la reinciden-
cia. En el caso español, esta presunción de mayor riesgo se produce 
además iuris et de iure (art. 10.1.b LORPM), pero en todos los con-
textos se considera un factor muy relevante de riesgo. En principio, 
esto parece lógico, ya que, si bien la prevalencia del delito en estas 
edades es muy alta, sobre todo entre los varones, la incidencia está 
muy diferenciada y hay un grupo muy pequeño de multirreinciden-
tes que cometen la mayoría de los delitos. 

Sin embargo, conviene introducir tres matices. Primero, suele 
resultar difícil circunscribir esta noción de reincidencia a su estricta 
definición penal, sin que se amplíe hacia otras desviaciones extra-
penales o registradas dentro de otros sistemas de control, tales como 
expedientes sancionadores en el ámbito educativo o anteriores con-
tactos con las instancias de control formal. 

Segundo, es frecuente que este grupo de riesgo (reincidentes) 
cuente con peores circunstancias que el resto de infractores 22, de 
modo que aumentar el control y sobre todo el castigo respecto a 
estos grupos agudiza los rasgos selectivos del sistema penal, al con-
centrarse sobre las poblaciones con más dificultades. 

Y por último, aunque esto apela más a las estrategias de preven-
ción que a la relevancia de los factores de riesgo, conviene distinguir 
entre la influencia de este factor en la producción de delitos posterio-
res (y por tanto la necesidad de tratamiento) y la decisión de que ese 
tratamiento consista en un endurecimiento de las penas; que es el 
principal efecto práctico de este interés en la reincidencia. De hecho, 
las sucesivas reformas de la LO 5/2000 de responsabilidad penal del 
menor han tenido esta orientación. 

El segundo factor o conjunto de factores decisivos en la valoración 
del riesgo, se organizan en torno a la situación familiar o la «disgre-
gación familiar». Como ya apuntamos, la dificultad aquí es que se 
trata menos de un factor que de una constelación de indicadores que 
acaban por definir la «mala situación familiar» pero sin aclarar cuáles 
son más relevantes y cuál es la influencia concreta de cada uno sobre 
una mayor probabilidad de reincidencia 23. Y eso cuando no se trata de 

 22  Vid. Pérez Jiménez (2006: 454), donde muestra, para el contexto español, 
cómo la presencia de «circunstancias problemáticas» abarcaba al 4,4% de los casos, 
pero que, para el grupo de los multirreincidentes, este porcentaje ascendía al 47,1%.

 23  Algunos subfactores recogidos por la literatura, que prueban esta heterogeneidad, 
son una parentalidad débil o excesivamente rigurosa, situaciones de pobreza arraigadas 
en la familia, antecedentes delictivos o situaciones de encarcelamiento en los familiares, 
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la inclusión de otros factores aún más normativos y complejos, como 
«familia disfuncional» o la «ruptura familiar». 

En todo caso y salvando estos inconvenientes técnicos nada me-
nores, una mirada de conjunto sí indica que el problema familiar 
tiene una incidencia muy alta en los menores que cometen delitos, 
tanto más cuanto mayores y más numerosos son esos delitos 24. 
Ahora bien, si aceptamos que estas situaciones y su mala evolución 
no traen causa de la conducta infractora de los/as menores, sino de 
otros factores, principalmente sociales, no existe justificación para 
centrar la intervención acerca de estos problemas familiares sobre la 
persona del menor y en el ámbito de la reforma penal, sino que sería 
más oportuno trasladarla al ámbito de las políticas sociales universa-
les (prevención primaria) o al de la protección y las políticas familia-
res más específicas sobre familias con «necesidades criminógenas» 
(prevención secundaria). El traslado de las intervenciones sobre el 
plano familiar al ámbito de la reforma penal (prevención terciaria) 
puede seguir criterios de oportunidad, en cuanto a la detección del 
problema a partir del delito o de mayor dotación de recursos en 
este ámbito pero, en su centralidad actual, no es razonable desde la 
perspectiva del diseño de políticas. En particular, favorece la alta co-
municación o «estabilidad de la clientela» que hay entre los ámbitos 
de protección y reforma de la infancia 25. Al contrario, otro enfoque 
permitiría aprovechar los efectos posibles sobre la prevención del 
delito que han mostrado las políticas sociales de infancia y familia 26. 

En fuerte vinculación con el factor familiar, se encuentra otro, 
muy relevante en las valoraciones (Gray, 2005: 247-50, entre otras), 
designado como «privación material» o «situación de pobreza», 
que, en el caso de la infancia, es obviamente una situación here-
dada entre las carencias de la familia y de la acción redistributiva 
del Estado. Aunque existe consenso acerca de la presencia de estas 
características en los menores con más delitos, resulta menos claro 
qué subfactores y de qué modo son los más influyentes, dado que, así 

familia demasiado extensa o fragmentada, familia con ausencias importantes, cuidado 
por parte de los abuelos/as (Hansen, 2009: 227), etc. 

 24  Bernuz et al. (2009: tabla 2) mostraban en España que el funcionamiento familiar 
era problemático para un 84% de los menores sometidos a medidas de libertad vigilada, 
que son medidas de intensidad media.

 25  Desde la perspectiva de la reforma, vid. Etxebarría (2008: 108-9) y Pérez 
Jiménez (2008), entre otros, para esta continuidad en el contexto español.

 26  Aebi (2003) ha mostrado cómo, en los Estados con un sistema de welfare bien 
asentado, las situaciones de problemática familiar apenas tienen influencia en un 
aumento del delito, mientras que en los Estados con carencias welfaristas en este 
ámbito, se observa una relación constante entre ambas variables.
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tomado, se trata de un factor demasiado general 27. En este punto, se 
sustancia un dilema similar al que recogimos para el factor familiar, 
dado que las políticas de prevención podrían tomar dos sentidos: la 
dirección del control de estas poblaciones, sobre todo en el ámbito 
de la reforma penal, o la dirección de la prevención, en el ámbito de 
las políticas sociales, con el objetivo de que esto promueva la eficacia 
de sistemas de control informal en el sujeto y en su entorno. En de-
fecto de esta alternativa de tratamiento más general, la importancia 
de estos factores materiales redunda en un aumento del control pe-
nal sobre los descendientes de las poblaciones pobres, incompatible 
con la Convención de Derechos del Niño.

El último conjunto de factores destacados alude a las circunstan-
cias personales, como la salud (física, mental 28, adicciones y abu-
sos), la personalidad 29 o las habilidades con que se cuente. No hay 
posibilidad de reproducir aquí los argumentos sobre la amplitud, los 
componentes y efectos políticos de estas racionalizaciones, pero tales 
elementos conforman un sentido común en el uso de los instrumen-
tos predictivos y en la producción de prácticas discursivas para la 
Justicia de menores (Baker, 2008: 1472).

La discusión de estos elementos más técnicos permite abordar 
con mayor bagaje una exposición crítica sobre la inscripción de es-
tos enfoques en el mapa general de gobierno. En este sentido, hemos 
expuesto ya muchas de esas limitaciones pero querríamos subrayar 

 27  Apuntamos algunos de los subfactores explicativos, que, como se ve, son muy 
heterogéneos: la conciencia o experiencia de pobreza o marginación en relación 
con el entorno, los sentimientos «antisociales» que esto provoca, la influencia de 
esto, no en un plano consciente, sino en cuanto a las dificultades de auto-control, la 
influencia de la situación geográfica dentro de una ciudad, las «malas compañías» 
que esto favorece, las condiciones de las viviendas o el efecto de todo ello sobre el 
estrés y la emocionalidad familiar, etc.

 28  Vid. Seddon (2008), sobre las condiciones de consideración de estos sujetos 
con problemas, en el ámbito penal general. También, para el contexto español, 
Bernuz et al. (2009: 12), donde muestran, en las valoraciones de los menores 
sometidos a sanciones de libertad vigilada, que el 33% tenían señalado un problema 
de salud mental (desarrollo cognitivo, comportamiento perturbado, etc.), aunque 
solo un 11% contara con un diagnóstico clínico de su enfermedad, que sería un buen 
indicador de aquellos/as con quienes cabía esperar un trabajo preventivo de carácter 
extra-penal o secundario.

 29  La personalidad otorga a los esquemas de racionalidad lineal y narrativa, 
hegemónicos en nuestras ciencias sociales (notar la difusión de técnicas como el 
expediente, el caso o el historial), un nexo que garantiza la continuidad desde los 
elementos biográficos pasados a la predicción de los comportamientos futuros. La 
personalidad es el código que permite leer la pluralidad de rasgos pasados en la clave 
de una peligrosidad todavía invisible.
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algunas funcionalidades específicas en este ámbito de la Justicia de 
menores. En su funcionamiento conjunto, estos esquemas tienden a 
naturalizar en los sujetos valorados, las desigualdades que producen 
la existencia de esas necesidades criminógenas o factores de riesgo. 
Ello ocurre tanto en una fase de valoración como en la determina-
ción del tratamiento, donde el énfasis se pone en la conducta del 
sujeto (Gray, 2009: 449-52). En general, se produce así la sobrecarga 
en la capacidad de auto-gobierno, o más bien de auto-control, del 
propio sujeto, que constituye hoy el corazón ético del gobierno de 
la infancia (Raby, 2008: 336) y una de las líneas de innovación más 
claras en Justicia de menores.

Por otra parte, existe una clara armonización de estos desarrollos 
epistémicos y el marco de gobierno en que se desarrollan. Frente a 
otras problematizaciones posibles, las necesidades de intervención 
se circunscriben así a lo tratable (Hannah-Moffat, 2005: 38-40), al 
sujeto valorado, a las categorías sociales operativas y a los marcos 
epistémicos y experienciales que manejan los operadores implicados. 

En esta línea de armonización, el marco epistémico-jurídico de 
la delincuencia sigue siendo el medio privilegiado de la interven-
ción sobre estos/as menores. Dadas las ventajas de este marco en 
cuanto a las posibilidades y los recursos de intervención, que sue-
len estar por encima de los recursos en otros servicios de infancia, 
existe una lógica tendencia a la ampliación de este marco de inter-
vención penal para poder abarcar casos que, sea por edad o por 
irrelevancia penal, quedarían sin intervención y se agravarían en 
un porcentaje muy amplio. Sin embargo, esta tendencia, que funda 
con buena lógica muchas posiciones de ampliación del sistema en 
el contexto de declive del welfare, no debe desconsiderar los efectos 
de esta opción, en detrimento de vías de control más informales y 
de otros recursos con menos perjuicio para las poblaciones desti-
natarias. 

Esto provoca distintos efectos negativos sobre las poblaciones de 
menores valoradas. En primer lugar, es difícil definir el efecto de los 
llamados riesgos secundarios (Luhmann, 1993), derivados de la pro-
pia valoración de riesgos o de la posterior adopción de medidas de 
protección, que acaban teniendo efectos sobre la misma situación de 
bienestar o desprotección del menor que era el objeto de predicción: 
por ejemplo, estigmatización (McKeen, 2007: 164), consecuencias 
sobre la familia, etc.

En segundo lugar, ciertos factores se encuentran ampliamente 
sobrerrepresentados en los perfiles de riesgo más comunes, tanto en 
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ámbitos de protección 30 de la infancia como de reforma penal. Final-
mente esto dota de una clara continuidad a las poblaciones sujetas a 
mayor intervención en ámbitos muy distintos del gobierno de la in-
fancia, como las políticas de prevención de la pobreza y crianza, las 
de prevención del abandono escolar temprano, las de protección o 
las de reforma 31, sin asegurar vías eficaces para la promoción social 
y la igualdad de oportunidades de esas poblaciones. 

4.3.  La intervención preventiva

El otro ámbito de estas innovaciones se refiere a los programas 
preventivos, que han sido una apuesta clara en distintos contextos 
institucionales y estatales, en compatibilidad con una pluralidad de 
enfoques criminológicos 32. En cualquier caso y respecto a la arti-
culación de las políticas preventivas, convendrían algunas aclara-
ciones respecto al muy extenso ámbito de la prevención. En primer 
lugar, la literatura ha mostrado la necesidad de distinguir distintos 
planos en las políticas preventivas, a fin de poder diferenciar tipos 
de racionalizaciones e intervenciones que resultaban en la práctica 
muy distintas. Es clásica la especificación de Caplan (1966) de tres 
niveles de prevención: uno primario y más general sobre las posi-
bilidades de aparición del problema 33, otro secundario y específico 

 30  En protección esto ocurre con los problemas de salud mental (Bronsard, 
2011), ciertos estilos de vida familiar (Brown, 2006: 352-5) o algunos rasgos étnicos 
(Dettlaf, 2011: 1630-1); o aquellos que con mayor frecuencia son objeto de un 
tratamiento oscilante entre las instituciones de protección más familiaristas, las de 
reforma o modelos híbridos como centros especiales, tal como ocurre con los factores 
relativos a problemas de conducta. Vid. Bravo (2009: 45-6) para la prevalencia de 
estos factores en el contexto español, si bien se trata de un contexto muy particular 
en la configuración de sus instrumentos de valoración de riesgos.

 31  Vid. Pithouse (2008: 1546 y ss). También Furlong y Cartmel (2007: 65), en su 
estudio sobre la situación contemporánea de la juventud, señalaban que «aunque 
hay relativamente poca gente joven que haya estado en el sistema de protección, en 
Reino Unido cerca de uno de cada cuatro entre la población sin hogar y cuatro de 
cada diez entre la población en prisión han estado en el sistema de protección».

 32  Estos discursos preventivos han sido hegemónicos en las políticas laboristas 
de reforma penal de la infancia en Inglaterra y Gales, aunque ahora se vean 
reducidos a perfiles de riesgo más altos (Goldson, 2011: 13). Por otra parte, son 
discursos especialmente afines a la «teoría general del delito» (Gottfredson, 1990), 
que ha sido dominante en las estrategias de intervención con menores infractores, 
cetrándose en la promoción temprana del auto-control.

 33  Vid. Castel (1991: 285). En nuestro contexto, Calvo García (2007: 146) define 
esta prevención primaria como la «tentativa de reducir la tasa de incidencia de un 
determinado problema en la población, atacando las causas identificadas del mismo, 
antes que éste pueda llegar a producirse. El objetivo es reducir la probabilidad de 
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para la evitación de un daño determinado y un tercer nivel centra-
do en la evitación de mayores daños futuros y en la recuperación. 
Incidiendo en los criterios de intensidad y selectividad de las in-
tervenciones, Parton (2008: 180; 2006: 987-8) realiza un escalona-
miento de estos niveles desde las políticas generalizadas y hacia una 
progresiva selección de poblaciones en riesgo e intervenciones más 
específicas en orden a prevenir los daños o evitar su agravamiento. 

En segundo lugar, resulta muy oportuno distinguir una orien-
tación inmanente de las políticas preventivas de una orientación 
trascendente. Grosso modo, consideramos la prevención inmanente 
cuando su racionalización y objetivos competen a los sujetos pasivos 
de la prevención. Y la consideramos trascendente en la medida en 
que aquéllos se armonizan con intereses que están más allá de los 
sujetos pasivos de la prevención. 

En tercer lugar y de manera más específica en la reforma penal 
de la infancia, la principal diferencia se establece entre los enfoques 
centrados en los factores de riesgo individuales y los situados en 
un plano más comunitario y centrados en los factores ambientales 
(Farrington, 2007: 602; Crawford, 2007: 884; O’Malley, 2004: 141-2).

Estas aclaraciones permiten desplazar la tensión desde la dico-
tomía moderna laissez-faire/intervencionismo estatal hacia la idea 
de intervenciones diferenciadas en virtud de distintas valoraciones 
de riesgo: menor intervención en las familias normalizadas e incre-
mento en las familias percibidas como «desviadas» o «problemáti-
cas», tanto en lo que respecta a las políticas familiares y de infancia 
más ceñidas a grupos vulnerables, al mayor contacto con las instan-
cias de protección y a la mayor intensidad de las intervenciones de 
reforma penal. 

Como hemos visto para la práctica española, la articulación de 
estas políticas se realiza a través de las diferentes gradaciones y 
predeterminaciones de la pena, introducidas en la LORPM. Para un 
contexto internacional, la aplicación de guías de clasificación y de 
guías para la determinación de las sentencias y las medidas (Kempf-
Leonard, 2000: 78) ofrecen ejemplos más claros de la expansión de 
estos enfoques preventivos. En ambos contextos, la intervención 
suele centrarse en el área de «educación, formación y empleo» y en 
la de «estilo de vida», que alude al conjunto de actitudes, relaciones 

aparición del problema. Los esfuerzos, por lo tanto, se dirigen tanto a transformar el 
entorno de riesgo como a reforzar la habilidad del individuo para afrontarlo».
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personales, familiares, etc. 34 A éstas, se pueden añadir intervenciones 
terapéuticas más específicas, caso de detectarse problemas concretos 
de adicción, salud mental, abusos, etc.

En líneas muy generales, algunas consecuencias de este viraje 
preventivo están siendo una prescripción creciente de la medida de 
internamiento durante periodos no muy prolongados como medio 
de prevención, sobre todo, para comportamientos violentos (Kem-
shall, 2008: 26), mientras que, en un estrato superior de dureza, la 
incapacitación mediante internamientos de larga duración se está 
aplicando como un instrumento de prevención, sobre todo de carác-
ter general 35. A este respecto, toda prudencia es poca para que las 
intervenciones tempranas y las medidas preventivas, incluso las que 
tienen un carácter social o las que se sustancia en sanciones «blan-
das», no tengan el efecto de aumentar los controles formales y final-
mente las sanciones que conduzca a la fijación, en su condición de 
partida, de las poblaciones cuyas necesidades criminógenas se habían 
identificado al inicio (Goldson, 2011: 6, 13-4).

Aparte de la orientación de estas intervenciones preventivas, 
son frecuentes desajustes técnicos entre las valoraciones de riesgo/
necesidad y la planificación de las intervenciones, donde se aplican 
soluciones muy similares (con variaciones de intensidad) a casos 
bastante distintos. Caso de ajustar bien estos niveles, la dificultad 
pasa a la planificación e intervención en ciertas áreas que se va-
loran de riesgo pero respecto a las que existe una cantidad de re-
cursos limitada (Sutherland, 2009: 47-50). De este modo, muchas 
áreas de necesidad, si no revelan un índice de riesgo que se des-
taque del resto sobremanera, quedan sin intervención suficiente, 
en favor de otras donde se dispone de más recursos o rutinas más 
estables. 

Por otra parte, existen ciertas reglas de funcionamiento re-
lativamente autónomas para las racionalidades preventivas que 

 34  Vid. Sutherland (2009: 48-50) para el esquema de «escala» de los Youth 
Justice Boards implementado en Inglaterra y Gales, desde 2007. La particularidad 
aquí es que estos métodos de valoración-intervención se han extendido, de manera 
menos formalizada, a espacios de control extra-penales como los «comportamientos 
antisociales». Esto puede verse a partir de iniciativas con perfil más social, como los 
programas de intensive family support o del Respect Action Plan, y de otras con perfiles 
más sancionatorios-precautorios, como las parental orders, (Garrett, 2009: 101-12)

 35  En este ámbito, vid. France (2008: 9-11). Aquí, son fundamentales los enfoques 
criminológicos que han sostenido las estrategias de incapacitación como una medida 
preventiva-precautoria respecto a determinadas poblaciones que consideran de 
imposible rehabilitación (W. Bennett, 1996; Wilson, 1986).



360� DAVID VILA VIÑAS

©  UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.a Época, n.o 9 (2013)

ofrecen otras dificultades técnicas. En primer lugar, opera la 
regla que liga mayores índices de riesgo o de necesidades crimi-
nógenas con intervenciones preventivas más intensas y severas. 
Sin entrar en mayores afecciones, es evidente que, con objetivos 
preventivos, esto detrae recursos de otras intervenciones menos 
estrictas o formalizadas pero que podrían tener efectos preven-
tivos más rentables (Sutherland, 2009: 56), dentro del citado 
sobre-dimensionamiento de la cuestión del delito en las estrate-
gias de gobierno de la infancia. Si a esta detracción de recursos 
para grupos vulnerables se une la regla de intensificación de la 
intervención penal (dureza de la medida, duración, intensidad 
en la vigilancia posterior a la ejecución de la medida principal, 
así como en medidas en medio abierto) en virtud de factores de 
riesgo y de necesidad «heredados», podemos observar la forma-
ción concreta de nuevos ejemplos de ratchet effect (vid. supra), in-
compatibles con los objetivos del interés superior del menor que 
deberían guiar aquí las políticas de infancia (art. 3 Convención 
Derechos del Niño). 

La segunda regla que se ha especificado con una relativa autono-
mía dentro de la racionalidad práctica de las políticas preventivas 
podría enunciarse como una tendencia a que la problematización 
preventiva aconseje una ampliación casi ilimitada de las intervencio-
nes, tanto en una dimensión temporal (intervenciones sobre edades 
más tempranas), como objetual (intervenciones sobre infracciones 
más leves, incluso extra-penales). 

En todo caso, desde nuestro enfoque, el motivo de preocupación 
no es una suerte de inflación interventora de las políticas públicas 
que tome como excusa, con mayor o menor base científica, a la pre-
vención y al riesgo. Este tipo de acciones de gobierno, orientadas y 
articuladas de manera conveniente, son imprescindibles para operar 
transformaciones y alcanzar objetivos en determinados campos. 
Por tanto, el análisis es más eficaz si subraya la expansión, no de la 
intervención preventiva, sino de su racionalización penal, del efecto 
de sobre-determinación que el campo epistémico de la delincuencia 
sigue teniendo en las políticas de seguridad sobre la infancia y cómo, 
incluso, esto está teniendo un efecto de arrastre sobre las políticas 
sociales.

En conclusión, con el ascenso de los enfoques de riesgo y preven-
ción, asistimos a una re-racionalización de la Justicia de menores y 
aquí la cuestión no es, aunque no deja de ser importante, la capaci-
dad predictiva y, por tanto, la eficacia de estos instrumentos, como 
las cuestiones relativas a su configuración y orientación. Lo funda-
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mental es si estos dispositivos se orientan hacia la realización de 
una agenda de derechos de la infancia (Scraton, 2002) o se dirigen 
a funciones sistémicas reflexivas, como la dinámica de objetivación-
sujeción de grupos e individuos excluidos o el aseguramiento de la 
defensa social frente a ellos, al margen de objetivos promocionales y 
resocializadores. 

5. A lternativas regulativas

A la vista de algunos efectos de la aplicación creciente de estos 
instrumentos de valoración de riesgos, así como de las dificultades 
para su implementación, convendría replantearse dicha expansión 
como conjunto tecnológico y racionalidad predominante en el go-
bierno de ciertos problemas de seguridad relativos a las personas me-
nores de edad. Por fortuna, al hilo de las críticas se han formulado 
también distintas vías alternativas para la toma de decisiones y la 
orientación de los programas de intervención en el ámbito penal.

Por un lado y de manera contraintuitiva, Harcourt (2007: 237-9) 
propone devolver espacio a las intervenciones aleatorias en los esta-
dios policiales y fiscales de detección: realizar los controles de carre-
tera o las inspecciones fiscales aleatoriamente, en lugar de hacerlo 
con base en perfiles de riesgo formulados a través de estas técnicas 
actuariales. La propuesta es muy interesante para ciertos ámbitos del 
sistema penal, sobre todo porque no regresa la vista a unos métodos 
clínicos cuya decadencia, tampoco tan completa, ha tenido razones 
sólidas. Sin embargo, tampoco es generalizable a la previsión de toda 
incertidumbre

En tal punto, es obvio que la evitación de los métodos de valora-
ción de riesgos que provocan estos «efectos indeseados» no resuelve 
por completo el asunto de cómo afrontar los espacios de predicción 
y de previsión inherentes a la regulación, y finalmente a toda inter-
vención penal que quiera tener algún sentido de gobierno. Para ello 
sería fundamental un replanteamiento de su uso en dos direcciones: 
definir con mayor explicitud los objetivos de la actividad previsora y 
partir de una noción de seguridad más amplia. 

En cuanto a la primera reflexión, podríamos concretar esta nueva 
actividad de gobierno previsorio en varios objetivos. Primero, redu-
cir la incertidumbre ante la posibilidad de sufrir delitos, cuestión 
que implica sobre todo a las clases vulnerables, con tasas de victimi-
zación más altas, y que no se agota en los delitos interindividuales 
que son el objeto clásico de los sistemas penales. Segundo, la elimi-
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nación de todos los excesos de punición, que son crueles e inútiles en 
la mejora de la seguridad colectiva. Y tercero, cumplir las obligacio-
nes de promoción de la igualdad que la Convención de Derechos del 
Niño impone a los Estados y que no dejan de ser válidas respecto a 
los/as menores que han cometido infracciones penales. En relación 
con nuestro asunto, se trataría de diseñar indicadores y factores de 
riesgo que apelaran a juicios predictivos y objetivos relativos al bien-
estar futuro del o de la menor.

Remodeladas las dinámicas de valoración de riesgo a la luz de 
estos objetivos, tales instrumentos e innovaciones sí pueden con-
tribuir a la mejor formalización y conocimiento de las dinámicas 
de riesgo que implican, así como el diseño e implementación de 
mecanismos adecuados de previsión, prevención y compensación. 
La necesidad de incorporar mecanismos de gobierno basados en 
los resultados, en el conocimiento científico, en la transparencia 
y control interno de las agencias de gobierno y, en definitiva, en la 
consecución de objetivos más ambiciosos de transformación so-
cial resulta especialmente clara en un contexto en que las políticas 
sociales y criminales aparecen replegadas sobre objetivos de mera 
conservación de su status quo. 

La segunda línea de replanteamiento instaría a vincular el uso 
de estos métodos de valoración y predicción a comprensiones más 
amplias de la seguridad y a un uso alternativo de los instrumentos 
de previsión y prevención. En la práctica, la cuestión principal es 
la amplitud del campo de referencia de esas nociones de seguridad; 
esto es, si la noción se limita a la evitación del delito, en su dimen-
sión más común hoy y vinculada a los cuerpos y fuerzas de policía, 
o si se trata de una noción más amplia 36. En la medida en que ésta 
se convierte en una noción de seguridad cada vez más prevalente 
para las visiones complejas de la organización social, su gobierno no 
puede satisfacerse en exclusiva a través de la actividad, en su mayo-
ría negativa, de las fuerzas y cuerpos de seguridad sino que exige la 
articulación de dispositivos de seguridad más amplios en sus obje-

 36  En el contexto español, éste parece el criterio de distinción entre las nocio-
nes de seguridad pública y la más limitada de seguridad ciudadana: la seguridad 
pública, caracterizada como la «competencia de las instancias públicas cuyo obje-
tivo consiste en establecer, mantener y eventualmente restaurar las condiciones de 
un estado de convivencia que permita el efectivo ejercicio de derechos y libertades» 
(Recasens, 2007: 133) se situaría en un plano convivencial y sistémico, coinciden-
te con el plano de equilibrio de la sociedad y ligado no sólo al disfrute individual 
de derechos, sino a la organización propia de un Estado social y democrático de 
derecho. 
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tos, ámbitos de intervención y funciones, que incorporen así toda la 
positividad de gobierno. Tal transición desde un problema puntual e 
interindividual de seguridad hacia la abstracción de los dispositivos 
y políticas de seguridad solo es posible a partir del desarrollo de cier-
tas nociones, como la de riesgo, que permiten considerar el impacto 
y las condiciones de producción de estos eventos al nivel general de 
la población y colaborar así a la constitución de un plano de gobier-
no de la seguridad tan amplio. 

A su vez, una consideración más gubermental de la seguridad 
invita a replantearse los niveles y objetivos de la prevención. Como 
hemos señalado arriba y especialmente para los grupos más vulnera-
bles de menores de edad, caben niveles de prevención y orientacio-
nes muy distintas en su actividad. A partir de tales aclaraciones, se 
puede ordenar la necesidad de reenfocar los regímenes de valoración 
de riesgos y las políticas preventivas que se derivan de ellos hacia ni-
veles de prevención primarios y secundarios, en los que la identifica-
ción del riesgo puede motivar la adopción de medidas no solo puniti-
vas, sino intensamente promocionales. Estas medidas suelen obtener 
mejores resultados sociales y ser más rentables que las medidas de 
prevención terciaria, con fuertes componentes reactivos; amén de 
ser menos lesivas para los sujetos pasivos de la intervención, que ob-
viamente no son los únicos responsables de su posición en/de riesgo. 
Todo ello también permitiría un mejor ajuste de las políticas sociales 
y criminales de prevención de riesgos con objetivos de transforma-
ción e igualación social, en contraste con el tradicional peligro de 
que tales políticas se escoren hacia fines de pura defensa social.

Sobre la base de estos nuevos objetivos, la literatura sí ha delimi-
tado oportunidades interesantes en la aplicación de racionalidades e 
instrumentos de riesgos (O’Malley, 2008 y 2010: 39 y ss; 81 y ss). No 
hay que olvidar que el ámbito de la Justicia de menores ofrece, en 
el contexto de restricción del gasto público, unos recursos bastante 
notables para el tratamiento de la infancia desviada pero también 
vulnerable. Otros trabajos (Farrington, 2007: 626, 630-1; Maurutto, 
2006: 443 y ss) sí han indicado el éxito, en el terreno de la prevención 
del delito, de las intervenciones de tipo secundario respecto a grupos 
de población en situación de vulnerabilidad. 

En definitiva, se trataría de un notable giro en la intervención, 
respecto a su objeto, más centrado en los factores protectores (Kem-
shall, 2008: 630-1), respecto a sus sujetos, más abstractos, y respecto 
a sus tiempos y títulos, la vulnerabilidad social previa, más que la 
delincuencia consumada y sus responsabilidades debidas. Así en un 
esquema más amplio del control formal, como el que propone un 
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enfoque de general strain theory aplicado al delito (Agnew, 2010), 
aparecen diferentes niveles de intervención eficaz en el gobierno de 
la infancia, incluso dentro de mecanismos de control formal, que 
pasan por otros niveles de prevención 37 y estrategias de fomento del 
auto-gobierno o de los dispositivos de control informal positivo. 

Evidentemente, el ámbito de la Justicia de menores sigue conser-
vando un sentido específico de intervención que es la propia de los 
programas de prevención terciaria. Aquí, lo que hemos visto respecto 
al contenido y funcionamiento de estos instrumentos de valoración 
del riesgo, que se toman como base para la adopción de medidas y 
el tratamiento, es una fuerte continuidad y estabilidad en un núcleo 
duro de factores de riesgo y necesidades criminógenas, que definen 
a ciertas poblaciones como vulnerables y como clientes privilegiados 
de los sistemas penales desde la misma minoría de edad. Ello daría 
una posibilidad de aprovechar los importante recursos en este ám-
bito y las virtudes de estas técnicas de gobierno basadas en el riesgo 
para articular intervenciones eficaces sobre esos rasgos en estas 
poblaciones (Farrington y Welsh, 2007; Bateman, 2005). Esta racio-
nalización, penal y social a la vez, lejos de los inconvenientes que 
hemos señalado en las dinámicas de socialización y extensión del 
control penal, ofrece oportunidades de re-integrar la delincuencia en 
un marco de welfare (mejorado), donde pierde abstracción para con-
vertirse más en un asunto relativo al daño causado, por una parte, 
y al bienestar del menor en cuestión, por otra (donde también entra 
la evitación del castigo indebido), de modo que su reformulación en 
políticas sociales es más clara 38.

De manera más concreta y desde la perspectiva del diseño de 
los instrumentos de predicción, la cuestión es que, si determinados 
factores tienen una influencia muy alta en la reincidencia, en la 
práctica se convierten en causas de peligrosidad y los instrumentos 
de predicción se ven muy ceñidos a ellos. Si se aprecia tal relevancia 
y continuidad en esos factores, cabe anticipar las políticas de pro-
tección a su tratamiento general y preventivo, más que a su trata-
miento individualizado cuando se han manifestado en infracciones 
penales y distintas lesiones del interés del menor. Por tanto, cabría 
establecer una regla de defensa de los derechos de la infancia por la 

 37  Vid. San Juan (2009: 137-9) para notar estos planteamientos de diversas líneas 
y niveles de intervención preventiva en el contexto español.

 38  Con notable apoyo empírico y concreción para este ámbito, Goldson (2010: 
164 y ss) muestra cómo los servicios universales, los enfoques holísticos y las 
respuestas descriminalizadoras obtienen, en términos generales de comparación, 
resultados más efectivos y menos lesivos.



VALORACIÓN DE RIESGOS Y NUEVAS POLÍTICAS DE SEGURIDAD…� 365

©  UNED. Revista de Derecho Penal y Criminología, 3.a Época, n.o 9 (2013)

que, conforme aumenta la relevancia de un factor determinado en 
las situaciones de infracción, se hace más rentable su tratamiento 
preventivo y abstracto. En los casos en que estas situaciones se están 
consolidando en «perfiles multirreincidentes», cobra sentido que la 
intervención preventiva se individualice en técnicas de nivel terciario 
destinadas a interrumpir esta trayectoria y se intensifiquen los recur-
sos, siempre que su objetivo no se confunda con fines de prevención 
general o de pura defensa social. 

Como se observa, no son escasas las posibilidades de innovación 
política que se han abierto en las últimas décadas sobre este ámbi-
to: adelantar y ampliar las intervenciones, abarcar factores de riesgo 
pero también, factores protectores (Parton, 2006: 982-5), identificar 
los factores sobre las que las intervenciones preventivas son más ren-
tables y eficaces, desplazar el marco principal de intervención desde 
los casos y las familias individuales a la acción diferenciada sobre 
ciertas zonas, donde las tasas de desprotección eran finalmente muy 
altas (France, 2010: 1200-6), entre otras. Así, éstas y otras propuestas 
muestran que existen mimbres para tejer unas políticas preventivas 
y basadas sobre análisis de riesgos de carácter efectivamente pro-
mocional, dentro de una gobernabilidad democrática centrada en 
objetivos transformadores. Sin embargo, no descubre nada señalar 
que las posibilidades de estas transformaciones se encuentran en 
claro declive dentro del contexto de gestión, desde 2010, de la crisis 
de acumulación de 2008 como una crisis de deuda de las Adminis-
traciones Públicas y los particulares, con las consiguientes restric-
ciones presupuestarias; como ha mostrado el viraje consolidado de 
los programas preventivos ingleses en este ámbito (Goldson, 2011; 
Bateman, 2011, entre otros). 

6. C onclusión

Dentro de sus límites, en este trabajo se ha mostrado la relevan-
cia de los cambios en los saberes de gobierno y cómo esto se vincula 
con diferentes transformaciones en las estrategias de regulación de 
la incertidumbre en el gobierno social y en el control penal, tanto 
desde una perspectiva general como mucho más específica referida a 
las personas menores de edad. A propósito de estas innovaciones, se 
han delimitado ciertos inconvenientes y efectos perjudiciales para las 
posibilidades de previsión de la incertidumbre y fortalecimiento de 
la seguridad respecto a distintos grupos: sobre-control de determina-
das poblaciones, vínculos entre las necesidades sociales y la intensi-
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ficación de la responsabilidad, focos de ineficacia en la reinserción 
social de trayectorias delictivas tempranas, etc.

Sin embargo, el escenario definido también insta a nuevas inves-
tigaciones acerca de la mejora de nuestras capacidades predictivas 
y regulativas mediante una recombinación de dispositivos sociales 
y penales. La cuestión es cómo puede racionalizarse el cálculo de 
la conducta y la previsión política en este campo, de manera más 
conveniente a la vida de los menores, en coherencia con la noción 
amplia de seguridad que se expuso. Primero, parece oportuno aban-
donar esas prácticas predictivas puras o que trasladan distintas for-
mas de etiquetas o prejuicios clínicos o morales a las intervenciones 
y que se ha visto no tienen un sustento razonable. En segundo lugar, 
conviene adoptar un perfil más ambicioso, que eleve este plano de 
intervención individualizada con sujetos infractores concretos, ha-
cia un plano más consistente, que permita articular dispositivos de 
previsión abstractos y políticas de prevención a un nivel secundario. 
Ello implica dotar al sistema de instituciones de previsión más po-
tentes 39, así como atender a la importancia de la organización, for-
mación y confianza de las distintas agencias y operadores en estos 
ámbitos. En definitiva se trata de alejarnos de la antigua formación 
de las clases peligrosas para satisfacer una agenda de derechos de la 
infancia en que las crecientes incertidumbres sociales y penales a 
que vienen sometidos estos grupos encuentren una previsión eficaz 
por parte de las instituciones de gobierno.
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